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denuncia de forma coincidente por el Grupo Parlamentario recurrente
y por el Ministerio Fiscal.

7. La Mesa consideró que la moCión presentada por el Sr. Ferrer i
Roca. en su calidad de portavoz· del GruJl!) Convergencia i Unió,
contravenia los mandatos de la Constitución, y por lo tanto, «de
aprobarse la moción se produciría una reforma del arto 3.° _de la
Constitución sin sujetarse ni a los criterios subjetivos del ano 166 de la
Carga Magna. ni tampoco a los requisitos objetivos del arto 168 de la
misma Norma», En consecuencia, la Mesa no admitió a trámite la
moción. Pues bien, a la luz de lo indicado en los fundamentos
anteriores, debe apreciarse que dicha moción ni presentaba irregularida­
des formales (a las que no se hace referencia en ningún momento en las
decisiones de la Mesa) ni en modo alguno puede estimarse que en aquel
momento de la tramitación su contenido resultase mamfiestamente
contrario a Derecho por inconstitucional. En principio, la ordenación
del pluralismo lingüístico presenta una notable complejidad, no sólo por
las dificultades para precisar el alcance de los mandatos constitucionales
y legales que versan sobre esta cuestión (y que han dado lugar a diversas

. resoluciones de este Tribunal) sino también por incidir sobre materias
de considerable' importancia, simbólica y afectiva, en la estructuración
autonómica del Estado. Esta complejidad (que se ha traducido, corno se
ha dicho, enno pocos litigios constItucionales) hace dificil admitir que
una -mocióri como la presentada por el-Sr. Ferrer, en nombre del Grupo
Parlamentario «Convergencia i Unió», resulte tan inequívocamente
inconstitucional que justifique su inadmisión a limine por la Mesa del
Senado. Por el contrario, el carácter inconstitucional de su contenido nQ
resulta en modo alguno manifiesto e indubitado, en un juicio liminar,
como es el que corresponde efectuara la Mesa. Ello se hace evidente en
este proceso, no sólo por la discrepancia razonada del Grupo recurrente,
e incIuso, del Ministerio 'Público, sino además, por la actitud de la
propia Mesa del Congreso de los Diputados, en el Acuerdo adoptado el
1-9 de septiembre de 1988 (apenas unos días antes del aquí impu$nado),
que acordó -admitir a trámite una proposición de Ley de «PartiCIpación
de la Administración del Estado en la nonnalización .de las lenguas de
las nacionalidades y regiones», presentada por el Grupo Parlamentario
Vasco, que en su arto 8 establecía: <<En las .cortes Generales, en tanto
que instItuciones de representación de todos los ciudadanos del Estado,
se establecerán 'servicios permanentes de traducción,que atiendan tanto
los debates parlamentanos como los trabajos y publicaciones de las
Cámaras»; sin perjuicio de que en la Sesi,ón Plenaria del Congreso de los
Diputados de 18 de abril de 1989, tras el correspondiente debate
parlamentario, se rechazara la toma en consideración- de la citada
proposición. .

Los datos expuestos, Que este Tribunal conoce. por el presente
proceso, acaban por hacer evidente que la inconstitucionalidad de la
moción controvertida no resultaba manifiesta e inequívoca y que, en
consecuencia, la Mesa no debió acordar su inadmisión a trámite,

hurtando juicios de oportunidad política que, confonne al procedi­
miento recogido en los arts. 174 y ss. del Re~amento del Senado, sólo
correspondían al Pleno.· Por ello, la indebida madmisión a trámite de la
moción por la Mesa infringió el ius Uf procedatur de los Sen~dOfes del
Grupo Parlamentario recurrente, en la medida en que ~c1uyó su
derecho a intervenir en el Pleno, disponiendo de los tumos de palabra
dispuestos en el arto J76 .del Reglamento, y a que su moción fuera
convenientemente discutida y deliberada por la Cámara, pronuncián­
dose sobre el fondo de la misma, sea cual fuera el sentido de este
pronunciamiento.

8. Por último, y en lo que se refiere a los efectos de esta Sentencia,
es obligado admitir que resultan ser meramente declarativos o de
reconocimiento de derechos no susceptibles de ejecución. Los grupos
parlamentarios se constituyen en cada legislatura (ans. 27 y ss. del
Reglamento del Senado), ,y las mociones por ellos presentadas y
pendientes de -examen decaen con el transcurso de la legislatura en que
se propusieron (Disposición adicional primera). Los hechos sobre los
que versa el presente recurso se produjeron durante la tercera legislatura,
finalizada por Real Decreto L047/1989, de I de septiembre, de
disolución del Congreso Y' delSenada y de convocatoria de elecciones,
hallándonos pues, al dictarse~ preseme Resolución, ante una" legislatura
distinta de aquélla en la que se presentó la moción. No cabe, pues, la
adopción de medidas de restablecimiento del derecho vulnerado, que
habrían de ir-dirigidas a órganos de:una legislatura inexistente. Pero esto
no resta importancia al petilum que en este proceso ~e sustancia ni
impide satisfacer, en lo Que sea posible, la pretensión que se deduce, al
igual que ha ocurrido en anteriores Sentencias declarativas dietadas por
este Tribunal (entre otras, SSTC 45/1983 Y 99/1983), ,

la siguiente

Supremo, que las confinnaron. Han sido partes el Abogado del Estado
y el Ministerio Fiscal. Fue Ponente el Magistrado don Migúel Rodrí­
guez-Piñero )' Bravo~Ferrer, quien expresa el parecer de la Sala.

I. .Antecedentes

l. El día 10 de marzo de 1988 se registró en este Tribunal, con
"'el núm. 434/1988, un escrito, mediante el cual don Juan Antonio Garcia
San Miguel"y Orut;ta, Procurador de los Tribunales, i.nterpuso recurso ~e
amparo constitucIOnal, en nombre' y representación de don JaVJer
Maldonado Trinchant, impugnando la resolución del Ministerio de
Relaciones con las Cortes y de la secretaría del Gobierno. de 13 de
noviembre de 1986, así como las Sentencias de la Audiencia Nacional
de II de julio de 1987 y de la Sala Quinta del Tribunal Supr;mo de 21
de enero de -1988, 'Que la confirmaron.

a) Los hechos que se exponen en la demanda de ampaYtl son, en
síntesis~ los Que siguen: ., J, •

Con fecha 30 de octuhre de 1986 el demandante dirigió un escrito al
Ministerio de la Presidencia mediante el que solicitaba formalmente la
atribución de frecuencias y potencias de emisión para poner en
operación las estaciones transmisoras de su propiedad, de baja potencia
y alance estrictamente local en VHF o UHF desde los emplazamientos
concretos que el propio escrito precisaba, -con el fin de ejercitar los
derechos fundamentales que le reconocen los arts. 16.1 y 20.1, apartados
a) y d), de la Constitución. Con fecha 13 de noviembre de 1986 se dictó
Resolución denegatoria de la solicitud anterior por la Dirección General
de Medios de Comunicación Social, del Ministerio de Relaciones con las
Cortes y de la Secretaría del Gobierno.

Frente a la anterior Resolución, interpuso el demandante recurso
contencioso·administrativo, por el cauce de la Ley 62/1978, de 26 de
diciembre, del que conoció la Sala de 10 Contencioso-Administrativo de

Sala Segunda. Sentencia 206/1990. de 17 de dicü?mbre.
Recursos de amparo 434/1988, 761/1988, 1,942/1988,
1,947/1988, 122/1989 Y 890/1989 (acumulados), contra
diferentes resoluciones del Ministerio de Relaciones con las
Cortes y de la Secretar(f,l del Gobierno, que, denegaron la
atribución de frecuencias y potencias de televisión y radio,
así como contra las Sent~ncias de la Audiencia Nacional y
del Tribunal Supremo. que las confirmaron. Supuesta
,'ulneración de los arts, /4. 16, 20,1 a) y d) Y 24,1 CE.
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SENTENCIA

En los recursos de amparo acumulados núms. 434/1988, interpuesto
por don Javier Maldonado Trinchant; 761/1988, interpuesto por -don
José Luis Domínguez Hernández; 1.942/1988, interpue~to por don José
María Maldonado Trinchant; 1.947/1988 y 122/1989, mterpuestos por
don José María Maldonado Nausia, y 890/19891 interpuesto por don
Luis Maldonado Trinchant, debidamente representados por Procurador
y asistidos de Letrado, salvo don José Maria Maldonado Trinchant,
Letrado, que actúa por sí mismo, contra diferentes resoluciones del
Ministerio de Relaciones con las Cortes y de la Secretaría del Gobierno,
Que denegaron la atribución de frecuencias y potencias de televisión y
radio, y contra las sentencias de. la AudienCia Nacional y del Tribunal

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Rubio, Uorente, Presidente~ don Eugenio Díaz Eimil, don
Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, don José Luis de los Mozos y
de los Mozos, don Alvaro Rodríguez Bereijo, Magistrad,os, hapronun­
ciado



S4 Jueves 10 enero 1991 BOE núm. 9. Suplemento

--la Audiencia Nacional. Con fecha 11 de julio -de 1987 recayó Sentencia
desestimatoria de su pretensión. Apelada la anterior Sentencia por el hoy
recurrente, la Sala Quinta del Tribunal Supremo. dietó Sentencia de 21
de enero de 1988. desestimatoria del recurso.

b) MeÍliante providencia de 20 de junio de 1988, la Sección
. Primera del Tribunal Constitucional. acordó admitir a trámite la

demanda de amparo y solicitar a.la _Dirección General de Medios de
Comunicación Social, del Ministerio_ de Relaciones con las Cortes y de
la Secretaría del Gobierno. así como a )05 órganos judiciales intervinien­
tes en los autos, certificación o copia adverada de las actuaciones.
Igualmente se solicitó a la Sección Primera de la Sala de 10 Contencioso­
Administrativo de la Audiencia Nacional la práctica de los emplaza~
mientos que fueran procedentes.

2. Don Francisco de Guinea y Gauna, en nombre y representación de
don José Luis Domínguez HenWtdez, por escrito que tuvo enttada en
este Tribunal el 27 de abril de 1988 y que fue registrado con el núm.
7.61/1988, interpuso recurso de amparo contra la Resolución .del
"Ministerio de Relaciones con las Cortes y de la Secretaría del Gobierno
de 27 d, noviembre de 1986, d~nSJ!nP.Q.I.8 atribución de frecuencias y
potencias de emisión en VHF o. Qti~•.a~,Í;og;I,o contra. las Sentencías de
la Audiencia Nacional de 11 de junio de· 1987'y de la Sala Quinta del
Tribunal Supremo de 8 de marzo de 1988"

a) EI·recurso se basa en los siguientes h~hos:

El recurrente. en noviembre de 1986, se dirigió al Ministro de
Relaciones con las Cones y de la Secretaría del Gobierno comunicán­
dole que había decidido hacer uso de las libertades públicas reconocidas
por el·art. 20.1 a) y d) de la Constitución, solicitando que se procediera
a la atribución de las frecuencias y potencias necesarias para la emisión.
La pretensión fue desestimada por Resolución ministerial de 27 de
noviembre de 1986. Dicha Resolución fue recurrida al amparo de la Ley
62/1978; la Sentencia de la Sección Primera. de IQ Contencioso­
Administrativo de la Audiencia Nacional de 11 de junio de 1987,
desestimó el recurso. Impugnada la Sentencia en apelación, fue confir­
mada por :Sentencia de la Sala 'Quinta del Tribunal Supremo de 8 de
marzo de ·1988. . . .

b) M¿diante providencia de 26 de septiembre de 1988, la Sección
Tercera del Tribunal Constitucional acordó admitir a trámite la
demanda de amparo y solicitar a los órganos judiciales intervinientes en
los autos certificación o copia adverada de -las actuaciones. Igualmente,
se solicitó a la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-Administra­
tivo de la Audiencia Nacional la práctica de los emplazamientos Que
fueran procedentes.'· .

3. Con fecha I de <iiciembre de 1988, don José Maria Maldonado
Trinchant, actuando por sí en su condición de Licenciado en Derecho,
presentó demanda de amparo constitucional contra la Resolución de 13
de noviembre de 1986, del·Ministerio de Relaciones con las Cortes y de
la Secretaría del Gobierno, así como contra las Sentencias de 19 de junio
de 1987, de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la 'Audiencia
Nacional Y..de 23 de septiembre de 1988, de la Sala Quinta del Tribunal
Supremo.~l recurso se registró en el núm. 1.942/1988.

a) El demandante de amparo funda su recurso en que, con fecha 3
de noviembre de 1986, se. había dirigido al Ministro de Relaciones con
las Cortes y de la Secretaria del Gobierno, manifestando, con cita de los
derechos reconocidos en los 3rtS. 16.1 y 20.1 a) y d) de la Constitución,
su, propósito de poner en operación detenninadas estaciones transmiso­
ras de televisión, de alcance únicamente local, solicitando Que se
procediera a la atribución de las frecuencias y potencias postuladas.

Con fecha 13 de noviembre·de 1986,Ia Dirección General de Medios
de Comunicación Social del Ministerio de Relaciones con las Cortes y
de la Secretaria del Gobierno desestimó la petición. Frente a la anterior
Resolución interpuso el solicitante recurso contencioso.administrativo
especial (Ley 62/1978) ante la Audien.cia Nacional,.que fue resuelto por
Sentencia desestimatoria de ·Ia Sección Primera de lo Contencioso­
Administrativo de dicho órpnojurisdiccional, de 19 de junio de 1987.
Frente,a la.nterior ResolUCión se interpuso recurso de apelación que fue
resuelto y desestimado por la Sala Quinta del Tribunal Supremo en
Sentencia de 23 de septiembre de 1988.

b) Mediante' providencia de 19 de junio de 1989, la Sección Tercera
del Tribunal Constitucional acordó admitir a trámite la demanda de
amparo y solicitar a los órganos judiciales intervi!1ientes en 105 autos
certificación o copia adverada de las actuaciones. Igualmente, se solicitó
a la Sección Primera de la sala de lo Contencioso-Administrativo de la
Audiencia Nacional la práctica de los emplazamientos Que fueran
procedentes.

4. Con fecha 1 de diciembre .de 1988 se registró en este Tribunal,
con el núm. 1.947/J988, un escrito mediante el cual don Juan Antonio
García San Miguel y Orueta, Procurador de 105 Tribunales, interpuso·
recurso de amparo constitucional en nombre y representación de don
José María Maldonado Nausia, diciendo impUfllar la Resolución de 13
de noviembre de 1986, del Ministerio de RelacIOnes con las Cortes y de

la Secretaría del Gobierno, así como las Sentencias de 12 de junióde
1987, de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia
Nacional, y 12 de julio de 1988, de la Sala Quinta del Tribunal SupremQ.

a) Los hechos Que se exponen en la demanda de amparo son, en
síntesis, los siguientes.:

Con fecha 31 de octubre del 986, el demandante se dirigió al
Ministro de Relaciones con las Cones y de la Secretaria del Gobierno
manifestando, con cita de los derechos reconocidos en los arts. 16.1, 20.1
a) y d) de la Constitución, su propósito de «poner en operación»
determinadas estaciones transmisoras de televisión, de alcance única­
mente local, empleando medios de su propiedad, interesando la atribu~

ción o adjudieación de las frecuencias o canales y potencias de operación
de las mismas.

El 13 de noviembre de 1986 se adoptó Resolución por el Ministro de
Relaciones con las Cortes y de la Secretarfa del Gobierno rechazando la
petición del actor. Frente a la anterior Resolución interpuso el solici­
tante recurso contencioso-administrativo especial (Ley 62/1987) ante la
Audiencia Nacional,·Que fue resuelto y desestimado por Sentencia de la
SecCÍón Primera de lo Contencioso~Administrati'Vo de dicho· brpno
jurisdiccional, de 12 de junio de 1987. Frente ala Sentencia anterior se
interpuso por la representación-delseflor Máldonado Nausia recurso de
~Iación. Que fue resuelto y deSestimado por Sentencia ·-de la Sala
Quin~ del Tribunal Supremo, de 12 de julio de 1988. ,

b) Mediante providencia de '3 -de ábril" c1.t 1989, la Sección Cuarta
del Tribunal Constitucional. acordó adínitir a trámite la demanda de
amparo y solicitar a. los órganos judiciales intervinientes en los autos
certificación o copia adverada de las actuaciones. I¡ua1mente, se solicitó
a la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la
Audiencia Nacional la práctica de los empl8zamientosque fueran
procedentes.

5. El 18 de enero de 1989 se registro en el Tribunal Constitucional
. con el núm. 122/1989 un escrito de don Francisco de Guinea y Gauna,

Procurador de los Tribunales, Quien en nomb~ y representación de don
José María Maldonado Nausia, interpuso recuno de amparo contra la
Resolución del Ministerio de Relaciones con las Cones y de la Secretaria
del GQbiernQ de 5 de febrero de 1987, que desestimó la atribución de
frecuencias y potencias de emisión para emisoras de radiodifusión de
onda: media de alcance local.y contra las Sentencias de la Audiencia
Nacional de 21 de enero de 1988 y de la Sala Quinta del Tribunal
Supremo de.4 de noviembre de 1988 que la confirmaron.

a) La demanda de amparo se funda en los siguientes hechos:

El recurrente sOlicitó del Ministerio· de Rela~ioDes con las Cortes y
de la Secretaria del Gobierno.la atribución de frecuencias y potencias de
emisión para sus transmisores de alcance local en onda media de
radiodifusión en determinados lugares. La solicitud fue desestimada.por
Resolución de 5 de febrero de 1987, por carecer el peticionario de la
necesaria concesión administrativa para Ia.·.gestión del servicio de
radiodifusión, de confonnidad con los 8115. 1 5, 17 Y 32 de la Ley
4/1980, de 10 de enero, del Estatuto de la Radio y la Televisión. Esta
Resolución fue recurrida, por el procedimiento de la Ley 62/1978, ante
la SaJa: de lo· ContencioSO--Administrativo de la Audiencia Nacional
(Sección Primera), que dictó Sentencia desestirnatoria de 21 de enero
de 1988, confirmada en apelació,n por otra de la S81a Quinta del
Tribunal Supremo de·4 de novie~bre de 1988.' .

b) Mediante providencia de 20 de febrero de 1989, la Sección
Tercera del Tribunal Constitucional acordó admitir a trámite la
demanda de amparo y SQlicitar al Ministerio de Relaciones con las
Cortes y de la Secretaria del Gobierno, así como a los órganos judiciales
intervinientes en los Autos, certificación o copia adverada de las
actuaciones. Igualmente se solicitó a la Sección Primera de"la Sala de lo
Con.tencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional la.práetica de· los
emplazamientos Que· fueran procedentes. .

6.· Mediante escrito registrado el 12 de mayo de. 1989 coIi el número
890/1989, don Juan AnJOni9 Garola-San Miguel y Oroeta, ProcuradQr
tle los Tribunales, interpuSó, en nombre y TePi'esenlación de don Luis
MaIdonado Trinchart, recurso:de amparo contra· Resolución del Minis-­
terio de Relaciones con las Cortes de 11 de febrero de 1987, contra la
Sentencia de la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-Adminis-­
trativo de la Audiencia Nacional de 16 9.e enero de J988 Y contra la
Sentencia de la Sala Quinta del Tribunal· Supremo de 13 de febrero
de 1989.

a) El recurso se funda en los siguientes hechos:

Por solicitud presentada el 2 de febrero de 1987 invocando el artículo
20.1, a) y d), de la C.E., el demandante se dirigió al mencionado
Ministerio postulando la atribución. de frecuencias y potencias de
emisión de radiodifusión en onda media necesarias para emitii. con
alcance local desde una serie de poblaciones repartidas por la .geografia
nacional. A través de la Resolución aquí im{)ugnada, el Ministerio
desestimó la anterior petición. Recurrida la mentada Resolución por la
via de la Ley 62/1978, la Audiencia Nacional dictó Sentencia de~tima~
toria de- 16 de enero de 1988. Interpuso recurso de apelaCIón, fue
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desestimado por la Sala Quinta del Tribunal Supremo de 13 de febrero
de 1989.

b) Mediante providencia de 2 de octubre de 1989, la Sección
Primera del Tribunal Constitucional acordó admitir a trámite la
demanda de amparo y solicitar a los órganos judiciales. intervinientes en
los Autos certificación o copia adverada de las actuaciones. Igualmente
se solicitó a la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-Administra·
tivo de la AudienCia Nacional la práctica de los emplazamientos que
fueran procedentes.

7. La fundamentación en Derecho de la demanda de amparo
número 434/1989 puede resumirse así:

a) Comienza la representación aetora por argumentar la admisibili­
dad a trámite del recurso, destacando, en especial, que la petición
formulada por el actor y que da origen al presente recurso es distinta a
las que dieron lugar a anteriores Sentencias de este Tribunal sobre la
materia. por lo que la cuestión constitucional planteada pennanece

. imprejuzgada. De un lado, la STC 106/1986 no se habria llegado a
pron\lnhar sobre la constitucionalidad del art, 1.2 de la Ley 4/1980,
negada hoy por los demandantes; de otro, las SSTC 12/1982,7.4/1982
Y 79/1982 recayeron -se dice- sobre objetos .distintos: solicitud de
reconocimiento del derecho a establecer, gestionar y explotar televisión
de ámbito nacional (STC 12/1982), peticiones de autorización de
instalaciones de transmisores de televisión en UHF y VHF y cable
(Sentencia 74/1982) o relativa a emisoras de radio (STC 79/1989). A
diferencia de los citados casos, en el presente no se ha pretendido
gestionar. mediante concesión, el servicIO público, sino sólo la 'atribu­
ción de un~· serie de frecuencias y potencIas de televisión o radio de
alcance estnctamente -local.

b) Sostiene el actor que la Sentencia de la Audiencia Nacional
equivocó el objeto de la litis y creyó erróneamente que se requería de
nuevo un pronunciamiento sobre la legitimidad de la denegación-de una
inscripción en el Registro de concesionarios del Ministerio de la
Presidencia. Este error del Tribunal habrla viciado toda su argumenta­
ción posterior, incurriendo la Sala en incongruencia extra petitum, 10
que habría supuesto una violación del derecho a la tutela judicial
efectiva.

Considera asimismo el recurrente Que es errónea la observación de
la Sala de instancia (fundamento 4.°). según la cual, a la vista de la
Sentencia 186/1986, el arto 1.0 del Estatuto de Radio y Televisión había
«de tenerse por constitucionalmente legítimo», ya que la STC 106/1986
simplemente declara no haber lugar a pronunciarse sobre la constitucio­
nalidad del arto 1.2 del Estatuto de Radio y Televisión. Señala el aetor
que. por el contrario, el nuevo proceso no puede resolverse sin dilucidar
previamente la cuestión de constitucionalidad de dicho precepto legal,
porque la posibilidad misma de la atribución de frecuencias y potencias
para emisoras de alcance local pasa necesariamente por la comprobación
de la constitucionalidad del ano 1.2 de la. Ley 4/1980 y de'la declaración
de la radiodifusión y televisión como servicios públicos esenciales de
titularidad estatal que dicho precepto contiene, en cuanto 'Clicha declara­
ción es el único obstáculo al que se enfrenta eI- derecho fundamental que
reconoce el arto 20.1. apartados a) y d), de la Constitución que, en
ausencia de ella, podria desplegarse libremente como cualquiera otra
libertad pública. '

Se concluye de ello que era, pues. estrictamente obligado en este
nuevo proceso para la Audiencia Nacional. cuyas dudas habían quedado
expuestas v razonadas en su auto de 25 de noviembre de 1983. plantear
de nuevO 'la cuestión de constitucionalidad que dejó imprejuzgada la
Sentencia constitucional de 24 de julio de 1986 y ello en estricta
aplicación de lo dispuesto en los arts. 163 de la Constitución, 35.1 de la
Ley Orgánica de este Alto Tribunal y 5.2 de la Le)' Orgánica del Poder
Judicial,

Estima el actor que, al no hacerlo así y al dar por constituCional­
mente legítimo un precepto en cuya constitucionalidad la propia
Audiencia Nacional tiene declarado no creer, la Sentencia de dicho
órgano judicial y la del Tribunal Supremo que la confinua han
infringido la Constitución y, en particular, su arto ,24. .

e) El demandante expone a continuación et eonteriidode los
derechos enunciados en las apanados a) y d) del arto 20 de la
Constitución. concluyendo que, de acuerdo con las SSTC12/1982
y 74/1982, los mismos comprenden también la creación de cualesquiera
medios materiales precisos para su ejercicio, puesto que el arto 20.1 de
la Constitución se refiere a todos los posibles medios de reproducción
o difusión por dos veces y sin distinción alguna. Se deja constancia,
asimismo. de la eficacia inmediata de los· derechos fundamentales y
libertades púhlicas y de la necesidad de interpretar las nonnas que los
consagran en el sentido más favorable' a su plena efectividad. Tras
reconocer 1'1 actor, sobre la base de la jurisprudencia constitucional que
viene citando, los límites que enmarcan el ejercicio de la libenad de
comunicación a través de la radiodifusión y de la televisión. señala que
la declaración de la televisión en bloque 'como servicio público esencial
dc titularidad estatal que contiene el arto 1.2 de la Ley 4jl980 excede
notoriamente tales límites y es por ello inconstitucional. Se recuerda, al
efecto. que la solicitud cuya denegación administrativa dio lugar. al

proceso que antecede lo fue para la atribución de frecuencias y potencias
de emisión en VHF y UHF de alcance estrictamente local, controvirtién­
dose, por ello, los argumentos expuestos en la Resolución de 13 de
noviembre de 1986 para denegar aquella petición (necesidad de no
impedir un igual ejercicio de los mismos derechos por los demás
ciudadanos por tratarse de bienes de posibilidades limitadas oe utiliza­
ción). Se refiere también el recurrente~ a este propósito, a las considera­
ciont":s en su día expuestas por la misma Sala de la Audiencia Nacional
al suscitar la cuestión de inconstitucionalidad (Auto de 25 de noviembre
de 1983). que dio lugar a la antes citada STC 186/1986, en el sentido de
que el arto 1.2 de la Ley 4/1980 produce una sustancial alteración de la
naturaleza del derecho, que, de ser, ante todo un derecho público
subjetivo individual de libertad del que· toda persona es titular, se
transforma en un derecho de ejercicio concedido, cuya acta de naci­
miento ya De está en la Constitución {arto 20.1), sino en la concesión
que corresponde otorgar al Estado, titular, antes y después de dicha
concesión, del derecho que, a través de ésta, se pennite gestionar al
particular.

d) A idéntica conclusión se llegaría, afirma el actor, si se considera
que el repetido arto 1.2 de la Ley 4/1980 no altera la esencia del derecho
fu~damental; ~iJ?o que ~mp1em~r~e)oli~ita, pues,. d~ un lado, sólo el
legIslador OrgaJllCO podna J1,abet establecldo tales IImnes y porque, de .
otro lado, tales límites han sido en este caso claramente rebasados. Así,
se indica que' los límites Que impone el arto 1.2 de la Ley 4/1980 al
ejercicio del derecho fundamental carecen de toda justificaCIón objetiva
en lo que se refiere a la televisión por cable "j a la televisión por ondas
de alcance local, ya que las limitaciones técmcas para la explotación del
medio han quedado atrás, .al menos en lo que. concierne a las dos
modalidades de emisión. Se dice, en cuantO a este punto, que las
posibilidades de utilización de la televisión por cable son sencillamente
ilimitadas y que, en lo relativo a la televisión de alcance local y en baja
potencia, las posibilidades de utilización son tran grandes en el
momento'actual que ya no existe el riesgo de que por escaseznaturaI o
tecnológica se produzca una tendencia oligopolística.

Por ello, «decaídas las tazones tecnológicas que sustentaban la licitud
constitucional de los límites impuestos al ejercicio del derecho,_ reapa·
rece necesariamente en ·toda su plenitud el derecho mis1no como
derecho de libertad», de modo Que «ni Ja Ley 4/1980 ni, menos. aún, la
Resolución administrativa aquí impugnada (...) pueden. impedir ni
obstaculizar el ejercicio libre de'ese derecho».

e) Como precisiones -adicionales hace constar el actor que la
doctrina hasta abora·estableCida por el Tribunal Constitucional en .
materia de televisión se ha fonnulado a partir de supuestos técnica y
jurídicamente distintos a los actuales. Lo ahora pretendido no. es la
«televisión privada» a la que se refirió la STC 12/1982, sólo gestionable
mediante. concesión-y para cuyo otorgamiento.es -imprescindible una
licitación pública, dada la radical ·escasez de posibIlidades técnicas
inherentes a las emisiones televisivas de ámbito nacional. Por el
contrario, se pretende poner en marcha una prensa audiovisual de
alcance estrictamente local. a la que no afectan ninguno de los límites
que constitucionalmente es licito oponer al ejercicio de un derecho
fundamental de libertad. Indica, asimismo, que el legislador e¡ un poder
constituido que no puede demorar sine die, por su propia voluntad, la
efectividad de un derecho fundamental reconocido por el poder consti­
tuvente. Además. Ia. garantía del pluralismo, en este ámbito. se puede
ha·cer valer mediante las técnicas llamadas de «pluralismo externo» y de
«pluralismo interno», reflejando la primera el máximo de libertad y
siendo posible su adopción cuando lo que se pretende es la instalación
de' televisión de baja potencia y alcance local. Señala, finalmente; que se
reciben en España múltiples emisiones de televisión extranjéra vía
satélite,síendotambién conocido que una Empresa denominada
«Canal 10»emite en España desde el exterior por la misma vía sin
problema alguno,.a ·ciencia y paciencia de la Administración, todo lo
cual lleva al demandante a afirmar que la discriminación en su perjuicio
es evidente, invocando, al efecto, el arto 14 de la ConstituCJ0n.

8. La fundamentaei6nen dereehode las restantes üemandas de
amparo acumuladas son en todo punto semejantes a la anLerior;·Basta
por ello hacercun sucinto resumen de las mismas, indicando, 'en su caso,
las diferencias que se advierten.

a) En la demanda púrn. 761/1988 el actor, tras señalar las diferen­
cias del caso con supuestos' conocidos anterionnente por C!iote Tribunal,
indica que su pretensión· era ejercer derechos fundamentales directa­
men te, sin reconocimiento administrativo previo, y solicitaba a tal
efecto la atribución de frecuencias y potencias en aplicación del arto 2.4
de la ley 4/1980. La declaración de la·radio y la televisión corno servicio
público por el arto 1.2, de la citada Ley sería inconstitucional 'por
impedir dicha aplicación directa y oblipndo a recurrir al procedimiento
de concesión administrativa. Las emlsiones que se pretenden son de
alcance únicamente local y. por ello, no figuran en los planes internacio­
nales, no están sujetas a la regulación y no impiden un ejercicio de las
mismas por los demás ciudadanos, al poder coexistir pacíficamente un
elevado número de ellas y no producirse inteñerencias. T('I.mbién hay
que negar, se afirma, que las ondas sean bienes demaniales, -puesto que
pertenecen a -qui~n las produce, como tampoco es bien demanial el
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espacio. no mencionado en el art.132 de la Constitución. Considera que
las Sentenciali impugnadas han incurrido en incongruencia extra petita
al denegar la inscripción en el Registro:. lo Que no habia sido solicitado.
Asimismo la Le\" 4/1980 suponeuoa limitación de derechos fundamen:­
tales que requiere ley de rango orgánico. Solicita la nulidad de las

_resoluciones impugnadas. que se le TeC<?nozca su de~ho a Ql!e.}a
Administración le otorgue las frecuenCias y potenCias de emlSlon
interesadas y ~ue se eleve al Pleno del Tribunal la cuestión ~e
inconstilucionaltdad sobre el ano 1.2 de la Ley 10/1980. Se denuncIa
asimismo la vulneración del art. 14 de la Constitución al haber
comenzado otra Empresa a emitir programas de televisión para toda
España.

b) Iguales fundamentos a los ya expuestos se aducen, con escasas
variaciones de redacción. en las demandas núms. _1942 y 1947/1988. En
ésta última se señala Q.ue la Sentencia del Tribunal supremo que rechazó
la apelación si advirtiÓ Que n9 se solicitaba la inscripción en registro
alguno. lo que la exime del reproche de incongruencia extra pe/ita, pero

. rechazó las pretensiones del actor por argumentos de fondo que son
impugnados en alepciones análogas a las ya resumidas.

c)Los fundamentos d~ Jas detnandas núms. 122 y 890/1989 son
igualmente- semejantes a los ya expuestos de anteriores demandas, con
la diferencia de Que la petición a la Administración, cuya denegación fue
origen de dichos recursos de amparo, iba referida únicamente a emisoras
de radio de carácter local.

9. En el recurso de amparo núm. 434/1988. la Sección Segunda de
este Tribunal, por providencia de 12 de septiembre de 1988, aco~ó
tener por comparecido, en representación de la Administración Pública,
al Abogado del Estado, quien lo habia solicitado por escrito presentado
el 14 de julio de 1988, y. de conformidad con lo dispuesto en el art. 52.1
LOTe. dar vista de las actuaciones a las pa.rtespersonadas y al
Ministerio Fiscal,· al objeto de que· fonnularan las alegaciones que
estimasen oportunas.

a) ~En fecha 6 de octubre de 1988, el recurrente'presentó escrito de
alegaciones, reiterando en forma resumida las formuladas en la
demanda de amparo en torno a los siguientes puntos: a) la cuestión
planteada es diferente a ·la resuelta por anteriores Sentencias de este
Tribunal: b) fos derechos reconocidos ~n ~I arto 20.1" a) y d). C.E. son
derechos· de libertad que protegen al CIudadano rrente a cualqUIer
ingerencia de los poderes públicos, incluso frente"s la Ley si ésta fija
límites incompatibles con la Constitución¡ tales derechos suponen el de
crear los medios materiales que hacen posible la difusión, poseen una
eficacia directa e inmediata; c) el fundamento de la denegación no se
corresponde con la realidad, puesto que no existe hoy dia, en la práctica,
limitación en el número, de ·canales o frecuencias disponibles; y;. en
cuanto a la base legal de la resolución. el art. 1.2 de la Ley 4/1980es un
precepto que excede los límites constitucionalmente admisibles, puesto
que al tnmsformar en bloque la televisión en servicio público, trans­
forma un derecho constitucional de libertad del que son titulares los
ciudadanos en un derecho de mera gestión mediante concesión. otolJ8da
por el Estado, único titular del servicio público. Por otra ~e, ni eXIsten
regulaciones internacionales restrictivas para la televiSión del alcance
local ni cíúeda amenazado el pluralismo por el elevado número de
emisiones posibles de ellas. '

b) El Abogado del Estado presentó escrito de alegacinnes el 27 de
septiembre de 1988. En relación conla queja relativa al arto 14 C.E.,
señala que la misma no puede siquiera ser considerada, puesto que, P9r
un lado, respecto a ella no se ha agotado la viajudicial previa y, por otro,
el tenium comparationis ha sido arbitrariamente seleccionado, al no
coincidir las características de las ~misiones que pretende el actor con las
ofrecidas como comparación.

En relnción con las quejas de vulneración del an.· 24 c.~. el Abogado
del Estad.., estima que ,no puede hablane de incongruencia por el hecho
de que la ':'entencia de la Audiencia Nacional se ~fle"" al ~egis~ro.~e
frecuencias, ~se a que el recurre~te no. habia ~hC1tado la mscn~on
en el mismo, ya que ,tal referencla era n~na d~~ la persJ?CCf:lva
sobre la c*stión adoptada por la Sala. la supuesta lOconJfUenCl.a s~lo
existiria del~c~ptarse la premisa de la que parte el actor, la lOconstltuCl()o
naHdad del art. 2.2 de la Ley 4/1980. La se¡unda '1u~a se centra en que
la Sala no ha planteado la cuestión de inconstituClona1idad en relaCión
con el citado precepto, sobre cuya constitucionalidad había ya expresado
sus dudas anterionnente. Señala el Abogado del Estado Que el plantea­
miento de una cuestión es competencia exclusiva del Órgano judicial, sin
que tenga obligación de persistlr indefinidamente en sus dudas y sin que
pueda excluirse que una Sentencia del Tribunal Constitucional pueda
disipar tales dudas aun sin entrar en el fondo del asunto. Respecto a la
mención del arto 16 C.E. carece de toda base, como lo desmuestra el que
el actor no la razona en absoluto.

El recurso se contrae, por tanto, a la supuesta vulneración del
artículo 20.1, a) y d), C.E. Señala el Letrado del Estado que, si bien los
derechos reconocidos en el citado precepto incluyen, en principio, -el de
creación de los soportes o instrumentos de comunicación, ello no
si~'ifica que C"~;te derecho goze de la misma intensidad de_protección que

el derecho primario a la libre expresión o difusión. Por el contrario,
respecto al mísmo, el legislador dispone de mucha mayor libertad de
confi$uración. Tras resumir la jurisprudencia consti~~cional ~bre la
cuestión, el Abogado del Estado señala que la pretenSlon dedUCIda por
el actor ante la Ádmínistración es abstracta y contradictoria. Abstracta,
no ya porque se soliciten de forma indeterminada frecuencias y
potencias para gran cantidad de capitales y ,provincias españolas, sino
porque lo que en realidad se pretende es la proclamación general y
abstracta por la Administración de que todos los 'que posean transmiso­
res de alcance local o provincial son titulares del derecho, incluido en
la esfera de protección del art. 20. I C.E., a que la Administración les
asigne frecuencias y potencias. Por otra parte la petición es contradict()o
ría, puesto que si fuera cierto que no existe en absoluto escaseJ de
frecuencias y que resulta inverosímil la existencia de interferencias
perjudiciales, no seria preciso solicitar talatribucióll: d~ frecuencias y
potencias' debió el actor, en tal caso, poner en operaCIón de manera
efectiva s~s estaciones y ~ccíonar frente a los eventuales impedimen­
tos de la Administració". '
, En se8undo lupr, se~ala el Abogado del estado. los derechos

fundamentales del arto 20.1, a) y d), no inCluyen en absoluto el de
asignación de frecuencias. y potencias,· y ello con independencia ~ la
constitucionalidad del art. 1.2 de la Ley 4/1980. Por un lado, la poSición
de quienes tienen capacidad .para lanzar ~misiones nC? ~s la n:ti~ma. que
la de la JCneralidad de los Ciudadanos, S100 una poSICIón 'l'nvdegiada.
Y, constituyendo un bien ~so,.Ia aSÍ$Dación de .frecuenc,18s no es .~n
deber sin más de )a AdmlOlstracIón, 5100 que eXige una m:tervencton
legislativa que establezca su distribución de acuerdo con los criterios de
igualdad de oportunidades, publicidad. y concurrencia. El ac~or no ha
demostrado la inexistencia de escasez que postula, ya que.las diez o doce
mil posibles emisoras que afmna ser posibles, se refieren a toda Espafta.:
además, en muchos casos el alcance que se pretende es provincial,
mientras que la abundancia o escasez hay que referirla, por el-contrario,
a localidade~ concretas. .. ~ '-

Desde la perspectiva de la utilización del dominio público radioeléc­
trico no puede reconocerse a un ciudadano derecho a obtener· un
apro~echamiento privativo" de un fragmento demanw. Y no- puede
argüirse que el supuesto sería semejante al del uso oornún general; no.al
uso privativo, pues por muy alto que sea el nútn;ero de frecuencias, ~l
uso sigue siendo privativo.. al ter -permanente yexcl\lyente. En referencta
a la comparación "empleadaporeJ áetor·respectoa la prensa,sedala el
Abogado del Estado que el dere<:ho a crear un periódico, que se
encuentra sin duda amparado en el 3rt. 20C.E., no lepttma a qUIen lo
haga a construir la~e con desconocimiento de ~s nonnas urpan~sticu.
que no dejan de regIr. por el hecho de que el editor- vaya a ejercItar UD
derecho fundamental ,: .. _ '

En definitiva se~ala'el Abogado del E&tado'que lo privativo del uso
de una frecuenci8., al requerir su atribución a UD ciudadano concreto con
exclusión de los dem's,requiere justificar juri(!i~mente ~I a~bución,
lo que legitima la intervención Qrdenadora delleg¡slador e ImPide hablar
de un derecho a la asianación de frecuencias como derecho comprendido
en el ámbito de los derechos fundamentales del arto 20.1, a) y d), e.E
El actor pretende, en realidad, transformaron derecho. de libertad en
otro de prestación, siendo la prestaeiónestatal que -se pretende la
creación de una situación jurídica mediante un~aeto declarativo de
derechós. En consecuencia, solicita que se ~esestime el recurso.

e) El-Fiscal ante el Tribunal Constitucional presentó sus alegacio­
nes el 7 de octubre de 1988. Considera el Ministerio público que pe~
a determinadas afirmaciones del actor, el recurso se comprende-exchm·
vamente bajo el art. 43, LOTe, puesto que n.o se formula pretensión
alguna en relación con las supuestas transgrestOl\cs ~l art.. 24 C.E. En
tualquier caso, afirma, no es cterto Que~ haya ~uCtdo la tOcoD.J!Uen·
cia denunciada, )?uesto que, pese a la Impreclsl.ón d:e l!l Sen~Cta de
instancia. no es Clerto que se resuelva sobre una lnscnpctón repstral no
pedida. En cuanto a la 'constitucionalidad del art. 1.2 de !a Ley 4/1980.
la Audiencia se limita 'a afirmar que, al no _haber Sido declarado
inconstitucional el pre(:ep~, hay que_ tenerlo, por c~nsti~uciona1menJe
legítimo. Por otras parte, J?:I puede afi~ q~e exlS~ ~DsruenC18
procesal-por no-haber plánteado·" cuestiórt de lDCOnstltuctOnalidad al
respecto -aunque puedaCOlistiíuir una in~nsecuencia-, ni la Sala
quedaba obligada a hacerlo porque se -lo sollatasen las partes.

En cuanto a la -queja de fondo, estimae1 Ministerio Fi~, que, pese
a las diferencias subrayadas par el recurren~, la cuesuón de .fondo
coincide con otros sup~tos planteados prevuun~te ~te el Tn~unal
Constitucional (autonzactón ~ poner en fU~Clonamlento, em~soras
audiovisuales), por lo Que el ~ntl~o de la res<;ttuclón debe ser semeJan~.
Considera que es de plen;a ap1i~Ión la'd~sentada_eJ?~ se~te~Cla
79/1982, ya que si la radiodifuSión rla teleVISIón son semcIos publt~s
y ello es constitucionalmente admislble, no puede p're~nderse la ~t16n
de tales servicios públicos sin someterse al procedimiento conccSlonal.
El intento de evitar este _obstáculo por parte "del actor le conduce
irremisiblemente a _impugnar -1& constitucionalidad del art. :1.2 del
Estatuto de la Radio y la Televisión, que proclama que ambas SC?n
servicios públicos esenciales cuya titularidad COJTeSponde al Estado. Sto
embargo, no le es posible a un' panicular impugnar di~ente-la
constitucionalidad de una ley, sino tan sólo cuando se ha prodUCIdo una
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efectiva vulneración de un derecho fundamental, lo cual no se ha
producido en este caso.

Interesa la desestimación del recurso.
10. En el recurso de amparo numo 761fJ988, la Sección Tercera,

- .por providencia de 16 de enero de 1989. acordó tener por comparecido,
en representación de la Administración Pública, al Abogado del Estado,
quien lo habia solicitado por escrito presentado el 7 de octubre de 1988,
y. de conformidad con lo dispuesto en el arto 52.1 LOTe, dar vista de
las actuaciones a las panes personadas y al Ministerio Fiscal, al objeto
de que formularan las alegaciones que estimasen oportunas.

a) En escrito presentado el 13 de febrero de 1989, el recurrente dio
por reproducido su escrito de demanda, reiterando brevemente los

. puntos esenciales de la misma.
El Abogado del Estado, en escrito presentado el 9 de febrero de 1989,

se remitió a las alegaciones formuladas en el recurso núm. 434/1988,
dado el idéntico contenido de ambos -con la sola diferencia de las
'dudades desde las que se pretendía emitir-, limitándose a insistir
sumariamente en el esquema argumental de dichas alegaciones en
relación con la supuesta violación del arto 20.1, a) y d), C.E." interesando
la desestimación del recurso. Señala también el Abogado del Estado que
resulta innecesario considerar si el arto 1.2 de la Ley 4/1980 es o no
inconstitucional, pues la inexistencia de la pub/icatio efectuada por 'el
mismo no traerla consigo un derecho preestablecido a la asienación de
frecuencias. Por tanto, la denegación acordada por la AdmInistración
puede justificarse no sólo en el citado precepto, sino en otros fundamen­
tos. suficientes por sí mismos para denegar el amparo. Solicita la
acumulación de los dos recursos.

Mediante escrito presentado el 6 de febrero de 1989. el Fiscal ante
el Tribqnal Constitucional, debido a la identidad de objeto y pretensio­
nes entre este recurso y el número 434/1988, solicitó la acumulación de
ambos )' dio pór reproducidas las alegaciones formuladas en el referido
recurso.

b) Mediante providencia de 22 de e~ero de 1989, la' Sección
Primera acordó dar un plazo de cinco días al recurrente para que
manifestase lo que constderara oportuno sobre la acumulación del
recurso al núm. 434/1988 solicitada por el Abogado del Estado y el
Ministerio Fiscal, sin que el actor formulase ¡¡legaciones sobre dicha'
cuestión.

11. En el recurso de amparo núm. 1.942/1988, la Sección Cuarta de
este Tribunal, por providencia de 9 de octubre de 1989, acordó tener por
comparecido, en representación,de la Administración Pública, al Abo­
gado del Estado, qUIen lo había solicitado por escrito presentado el 3 de
Julio de 1989, y, de conformidad con lo dispuesto en el arto 52.1 LOTC,
dar vista -de las actuaciones a las partes personadas y al Ministerio
Fiscal. al objeto de que formularan las alegaciones que estimasen
oponunas.

a} Por escrito presentado el 23 de noviembre de 1989, el actor
reiteró los puntos principales de ~as alegaciones formuladas en. la
demanda de amparo.

Mediante escrito presentado el 16 de noviembre de J989, el Abogado
del Estado repite las alegaciones formuladas en el recurso núm..

. 434/1988 Y ,olicitada la acumulación del núm. 1.942/1988 a lo,
registrados con los núms. 434 y 461/1988 y 122/1989.

El Fiscal ante el Tribunal Constitucional se remite a las alegaciones
formuladas en el recurso núm. 122/1989 y solicita la acumulación del
núm. 1.942/1988 con lo, núm'. 434 y 461/1988 Y 122/1989. Interesa
también, en todo caso, la inadmisión del recurso.

b) Por providencia de 4 de diciembre de 1989,la SecciÓn Cuana
del Tribunal acordó denegar el recibimiento a prueba del proceso
solicitado por el actor mediante otrosí en la demanda de amparo, al
haber aceptado las partes los hechos expuestos en la demanda sin poner
en duda la autenticidad de los documentos aponados con la misma.

Por providencia de 22 de enero de 1990, la Sección Cuarta acordó
conceder al solicitante de amparo un plazo de diez días para que alegase
lo que estimara oponuno sobre la acumuladón del recurso núm.
434/1988 a lo, núm,. 434 y 761/1988 Y 122/1989, como solicitaban el
Abogado del Estado y el Ministerio Fiscal en sus escritos,- sin que el
recurrente alegase nada al respecto.

12. En el recurso de amparo núm. 1.947/1988, la Sección Cuana
del Tribunal, por providencia de 21 de diciembre de 1989, acordó de
conformidad con lo dispuesto en el arto 52.1 LOTC, dar vista de las
actuciones a las partes personadas y al Ministerio Fiscal, al objeto de que
formularan las alegaciones Que estimasen ·oportunas.

a) Mediante escrito presentado el 24 de enero de 1990, el actor
reiteró los puntos esenciales de su demanda.

El Abogado del Estado, en escrito presentado el 24 de enero de 1990,
tras resaltar la identidad entre esta demanda y las correspondientes a los
recursos núms. 434 y 1.942/1988, se limita asimismo a reiterar las
alegaciones formuladas en el primero de dichos recursos. Solicita
también la acumulación del recurso.a los núms. 434, 761, 1.942/1988
Y 122/1989.

El Fiscal ante el Tribunal Constitucional, en escrito de alegaciones
presentado el 9 de enero de 1990, subraya la identidad del recurso
número 1.947/1988 con lo, núm,. 434 y 761/1988 Y 122/1989, solici­
tando su acumulación a éstos y, en todo caso, su desestimación.

b) Mediante providencia de la Sección Cuarta de 29 de enero
de 1990, se concedió a la parte recurrente un plazo de diez _días para
alegar sobre la acumulación solicitada por el Abogado del 'Estado y el
Ministerio Fiscal, sin que dicha parte alegase sobre esta cuestión.

13. En el recurso de amparo núm. 122/1989, la Sección Primera del
Tribunal, por providencia de 9 de octubre de 1989, acordó tener por
comparecido, en representación de la Administración Pública, el Aho­
gado del Estado, quien lo había solicitado por escrito presentado el 6 de
marzo de 1989, y, de conformidad con lo dispuesto en el arto 52.1 LOTC,
dar vista de las actuaciones a las partes personadas y al Ministerio
Fiscal, al objeto de que formularan las alegaciones que estimasen
oportunas. - .

a) El solicitante de amparo, mediante escrito presentado el 23 de
octubre de 1989, reiteró los argumentqs fundamentales de su demanda
de amparo, acompañando dictamen de Abogado sobre la posibilidad de
interponer recurso de amparo' a consecuencia de la adjudicación
definitiva de concesiones de emisoras de radiodifusión por Orden de II
de agosto de 1982.

El Abogado del Estado, en escrito presentado el 25 de octubre
de 1989, subrayÓ la identiqad de las cuestlones suscitadas en el presente
recurso con las de los núms. 434 y 761/1988, reiterando por ello las
alegaciones fonnuladas en los mismos y solicitando la acumulación de
los tres recursos. .

El Fiscal ante el Tribunal Constitucional, en escrito presentado el 23
de octubre de 1989, señaló las semejanzas del presente recurso con el
numo 434/1988 y solicitÓ la acumulaciÓn de ambos entre sí así como el
núm. 761/1988, Y. en todo caso, la inadmisión del presente recurso.

b) La Sección Primera del Tribunal, mediante providencia de 22 de
enero de 1990, acordó otorgar al solicitante de amparo un plazo de cinco
días para Que alegase lo que considera oportuno en relacióri con la
solicitud de acumulaciÓn expresada por el Abogado del Estado 'Y el
Ministerio Fiscal, sin que formulase alegación alguna sobre la cuestión.

14. En el proceso nÚm. 434/1988, la Sección Cuarta del Tribunal
Co.nstitucional, mediante providencia de 22 de enero de 1990, otorgó al
recurrente ya las demás partes comparecidas un plazo de diez días para
que alegaran lo que estimasen oportuno sobre la acumulación al recurso
número 434/1988 de los núm,. 761 y 1.942/1988 Y 122/1989. El aclor
manifesto, en escrito ~sentado el 2 de febrero de 1990 que nada tenía
que oponer a·18 refenda acumulación.

Por Auto de la Sala Segunda del Tribúnal de 26 de febrero de 1989,
se acordó la acumulación de los recurso, núm,. 761, 1.942, 1.947/1988
Y 122/1989 al núm. 434/1988.

15. En el reCUrso de amparo núm. 890/1989, la Sección Primera
del Tribunal, ¡)(Ir providencia de 26 de febrero de 1990, acordó tener por
comparecido, en representación de la Administración pública.-al Aho­
gado del Estado, quien Jo había solicitado por escrito presenaí:lo el 20
de oetube de 1989, y, de conformidad con lo dispuesto en el art. 52.1
de la LOTC, dar vista de las actuaciones a las partes personadas y al
Ministerio Fiscal, al objeto de que formularan las alegaciones que
estimasenoponunas.

a) En escrito presentado el 26 de marzo de 1990, el actor reiteré los
puntos esenciales de su demanda de amparo.

Mediante esq1lo presentado el 22 de mano de 1990, el Abogado del
Estado se remitiÓ a las alegaciones formuladas en el recurso
núm. 434/1988, sin ~uicio de reiterar algunos aspectos funda~enta­
les de la argumentacJón.

El Ministerio Fiscal, en escrito presentado el· 9 de marzo de; 1990,
señaló la identidad de las euestionesplanteactas con ·las del
núm. 434/1988 y acumulados e interesó su desestimación. '.

b) Mediante providencia de 12 de marzo de 1990 Yde confórmidad
con lo prevenido. en el art. 83 de la LOTC, la citada Sección Primera.
de oficio, acordó conceder a las partes personadas un plazo de cinco días
para que manifestasen su opinión sobre laacumu1ación del presente
recurso a los ya acumulados, por Auto de 26 de febrero de 1990,
número' 434, 761, 1.942 Y 1.947/1988 Y 122/1989. El Abogado del
Estado y el Ministerio Fiscal ~resentaron escritos interesando la acumu­
lación referida, a la que tambIén presto su conformidad el solicitante de
amparo. La Sala Primera dictó Auto de 20 de marzo de 1990 acordando
la acumulación referida.

16. Por providencia de 23 de abril de 1990, la Sección acordó
solicitar del Ministerio de Transportes, Turismo y Comunicaciones
informe técnico sobre si existen o no limitaciones técnicas' '1 en qué
consisten en cuanto al número de. emisoras de Radiotelevlsión por
ondas hertzianas en una determinada localidad, y si la eventual
conexión entre diferentes emisoras locales podría suponer una red de
alcance nacional. Presentado frente a dicha providencia recurso de
súplica por el señor Maldonado Trinchant, en el que solicita dicho
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informe se haga por una ~ela Técnica Superior d~ Ingenier:os. de
.Telecomunicación, o se ~1t8 a la _parte AJ?OrtaT un Informe.slrnllar
propio. Admitido a trámIte el recurso de súplica por providenCIa de 25
de mayo de 1990, se concedió un plazo .común de tre~ días a las panes
y al Ministerio Fiscal para la formulación de alegacIOnes, que fueron
debidamente formuladas. .

Por Auto de 18 de junio de 1990 la Seccioón estimó parcialmente el
recurso de súplica acordando admitir la presentación por el señor
Maldonado Tnnchant de un informe técnico por profesional capacitado
de su elección que verse sobre el mismo contenido que precisó la
providencia de 23 de abril anterior. .

17. El 24 de mayo de 1990 se ha recibid~ el. informe técni~o
emitido por la Dirección General de Telecomume:aclones en relacIOR
con la situación actual de la asignación de frecuenCIas de las bandas de
televisión y de radiodifusión so.nora. El 3 de julio ~e 1990 la representa­
ción del señor Maldonado Tnnchant presenta dictamen del Profc:sor

. titular de la Escuela Téc~icaSuperior de In~nieros de Tel~omumca­
ción señor Fernández-Batllo Rodríguez de Llébana en que dice estar de
acue'rdo 'Con informe emitido por· el· Director técnico del Ente Público
Radiotelevisión Madrid.<

18. Por provid~ncia.d~ ·16.dé)~uiio 'de 1990, la. Sección aco[dó dar
vista a las partes y al Mlmsteno Fiscal de ambos mformes, ~nalando
el día 1 de octubre para la deliberación y fallo de la Sentencia. .

19. la representación de don José Maria Maldonado,Nausia alega
a la vista de los informes que le único válido y conVlDcente es el
redactado por la Dirección. Técnica del ~nte Públic:=o Televisión Madrid,
insistiendo en las afirmacJones contemdas en ~I mform~ que aC01I!pa­
ñaba a la demanda, dejo que deduce que no existen obstaeuJostéc:mcos
para el otorgamiento de la demanda.

ti representación de don Javier Maldonado Trinchant señala que el
informe presentado 'por el Ministerio omite referirse al arto 3 del
Acuerdo de Estocolmo que excluye de su ámbito a las. ~isoras de
televisión de baja potencia, siendo técnicamente otra cuestlon que las de
media y aran potencia. ~l.raetor más imP'?rta~ltea tener en Cl:Ienta .e~ la
planifi~8;~i.ón de un serviCIO de te~eco.muDlcacl~nes la potencl~ emrtlda.
La distmcIón entre cobertura temtonal poblacional es relevante, ya que
la densidad de población es un'factor que no interviene en absoluto para
la planificación de frecuencia. Aunque ex~stan' Iim~taeio~~ en Es~a
podrían. coexistir más de 12.000· estaCiones de teleVISión de baja
potencia, teniendo en cu~~taque en las graJ;ldC!S ciudades del mundo hoy
hay más c~nales de teleVISión local Que pe~6dicos. Se afir:ma finalmen!t
que no sería posible la eventual conexión de las emisoras de baja
potencia, existiendo diferencias significativas entre la simple ,conexión
de emisoras locales, de baja potencia y las redes públicas o pnvadas de
alcance nacional. - - ~..

El Abogado del Estado afirma que los datos técnICOS ofrecidos
demuestran la escasez de frecuencias disponibles, así que la eventual
conexión;de diferentes emisores locales supondria de hecho una· red de
alcance nacional. En relaci~n COli' el informe, aportad~ por la J.?8Tte,
destaca que el informe técnICO del. señor Femandez Baillo, profesional
capacitado de su elección, se limita a manifestar la a;bsoluta y total
coincidehcia con un informe emitido por una. corporación de Derecho
público, al que no se refería el Auto que autoriZó ese inf,?rme. Se ~es~ca
además que el informe habla de 12.000 estaCIOnes de baja potenCia, Cifra
referida a todo el tenitorio español, cuando lo .~tendido por el !ictor
era emitir con instalaciones de cobertura prOVII)C1a~. Las afirmaCiones
carecen de todo rigor técnÍc.o, son imprecisas,. utiliza~ a~atogías y nada
demuestran, careciendo de los' elementos Imprescmdibles para ser
consideradas como un informe técnico. .' , .

El Ministerio Fiscal afinna que mantiene su conclusión de q.ue no
procede' estimar la pretensión de amparo, pues la cuestió:n no reSide ~
la posibilidad de compatibilizar técnicamente varias emISOras dera~Jo
v televisión de baja potencia en una misma potencia o q~e la conexión
de varias emisiones locales puede súponer o D«? ~ creaclón,de ~na!ed
de alcance nacional sobre la que 'existe una penciat contradictona, SInO
que .·~~dio y te'tevisión son 'servi~ios .de .carácteresencial .cuya
titul.ndátl corresponde al Estadp el cual en VIrtud de ello efectus la
atribución de frecuencias que, ,en' términos ~e la, STC q/19~2, no
obedece a criterios·que puedan ~sponder·a eXigenCias consntuclonaJes
por ser una decisión política. . • ..

Por providencia de 16 de julio de 1990, se señaló para deliberaCIón
y votación de la presente sentencia el dia I de octubre de 1990,
quedando concluida el día de la feéha.

11. Fundamentos juridicos

1, Las pretensiones de amparo de los r~u~ntes, cu~~ demandas
son sustancIalmente iguales; en algún caso Idénticas, se' dmgen contra
una serie de Resoluciones del Ministerio de Relaciones con las Cones
y de la Secretaria del Gobierno 9ue aenegaron la solicitud de atribución
de frecuencia y potencias de radIO y televisión, y en dos casos de radio,
así como contra las Sentencias de la Audiencia Nacional y del Tribunal
Supremo que las confirmaron.

2. La queja que se canaliza, al amparo del art. 44 WTC, frente a
las SentenCIas dictadas en las, dos instancias de .los correspondientes
procesos es la presunta vulneración del an. 24 C.E. que consagra el
derecho a la tutela judicial efectiva. A su vez esereprocbe se basa en una
doble alegación la de que los órganos judiciales no plan~ron la cues~ón
de inconstitucionalidad del arto 1.2 del Estatuto de RadIO y Televislón,
tál y como habían solicitado los recurrentes¡y la de que en ·s,:,s
Sentencias alteraron el objeto de la litis, incurnendo en incongruenC18
extra petitum,

En cuanto a la supuesta vulneración del In. 24 C.E. por no haber
planteado la cuestión de inconstitucionalidad sobre el art. 1.2 de la Ley
4/1980, el argur~ento básico de los .actores cs. que .dicho PrecePt9 ~a
había sido cuestIOnado en otra ocasión por la propUl Sala, lo que diO
lugar a la STC 106/86, la cual dejó imprejuzgada la cuestión al no
estimar relevante el precepto para la· decisión del caso. Al ser ahora, en
opinión de los actores, absolutamente inesquivable la decisión so~ su
cQnstitucionalidad para resolver sobre la pretensión ~r el~os d~ucida,
la Sala, que manifestó entonces no creer en la constitucionalidad del
precepto, quedaba oblipda s· elevar de nuevo la cuestión al Tribunal
Constitucional.' " .

Frente a esta~umentación basta' recordar la rei~ qoctrina. de
este Tribunal de que la decisión de plantear Una cuesuón de lnconSütu­
cionalidad com:sponde en exclusiva al órgano judicial (AATC 10/1983,
79/1984,767/1986, entre otrosJ, y añadir ahora que el órgano no queda
vinculado por previas dudas anteriores. El que, la Sala hubiera formu­
lado dudas en un caso anterior sobre la constitucionalidad de un
precepto no supone que no pueda haberlas despejado con posterioñdad
-teniendo en cuenta además 10 que se dice en el párrafo penúltimo- del
fundamento jurídico 3." de las SSTC 106/1986 sobre el alcance del
precepto cuestionad~, en re1ació~ a,la ~bilidad.~. ,ges~ón por. los
particulares de Iaaetlvidad de 'T3dlodlfuslán y teleVlslón-, n1 le lmJ»de.
por tanto, aplicar 'lal precepto, cuya constitucionalidad no cuemona,
para resolver el asunto.

3. No puede hablarse de que las Sentencias de instancia y casi todas
las de apelación hayan' incurrido, romo di.cen los ~IJ:CCtivos ~!es.
en incongruencia extra petita de relevanclá. constItuCIonal. Tal V101aeión
se debería en su opinión, a un -voluntario- error de la Saja, que habría
contestad~ a una inexistente solicitud de inscJipci~1J en. registro, e~ vez
de a la petición realmente fonnulada, la atribuCion de frecuenCllS .)
potencias para emiti'r. Al margen de que, esa supuesta inc~ngrue~
debería haberse hecho valer en la fase de recurso ,-y semejante VICtO
debería haber dado lugar a la'interposición del recurso extraordinario de
revisión previsto en eL apartado 1, a), delan. 102 de la ~ de la
Jurisdicción de lo Contencio~AdminlStrativo, para cumplir 1& exi¡en­
da del arto 44.1, cl, WTC:-10 derto es que, aunque dichas ~ntene:w
se liayan referido a las pretensiones de los actores de 'forma 1Dlprec~
aún así. responden ~tivamente a tales pretensiones. De esta manera,
las referidas impreciSlones no llegan a incurrir en incoqruencia. extra
perita generadora de indefensión de relevancia constitucional, ni tam-
poco dejan irresuelta la cuestiÓn planteadL ;, '., '

La Sala deniega la petición de atribución de frecuencias y potenaas,
aduciendo 'que la configuración de la radiotelevisión como servicio
público que admite su gestión indi~ requ~ere qu~ el peticionario haya
obtenido previamente una concesión administrativa·o ..al menos u~
licencia. Pero, en vez de concluir que, al nO.,haber obte~do unapre~
concesión o·licencia, no es posible otorgarles las frecuepClBs y potencias
solicitadas; viene a.decir que no se· les puede inscribir en el correspon­
diente registro, Pero dicha inexactitud en la formulación de la,aJ¡umen­
tación no permite afirmar en modo alguno que se ha dado respuesta a
cosa distinta de la planteada. 'LaSala deniega, sin ningún género de

.duda la pretensión formulada P9r lbs actores -a la que, en ,ocasiones,
se refiere en términos correctos- aunque también se denieauen preten·
siones (la inscriP:ción en. Jos correspondientes:, registros de· taIesfrecuen·
cias Y.Potencias) en ~lidad no .formuladas. . . .. ., ~. .

. Es' c1aro.que la a~lvlda~ conSIStente en ~mltJr.radio.y.televl~ónestá
sujeta a una doble COnceSIÓn, la de la gestión de1servtClO Público y la
demanial·.dos l:let~adrninistrativos,pues, que~,defacto se confunden en
uno 'SOlo:; ya .qú(~ri:"v1~d d~I"prindpió d~: prevalencia, ~l ~cio
púbfico, laconceslór;J 'de s~ gestión I1ev!i conslSO ~ del uso pnvauvodel
demanio radioeléctnco, y no al contrano. Era Indiferente, por ·tanto,que
los recurrentes presentasen en su· día la .solicitud de atribución de
frecuencias y potencias deliberadamente al margen de la técnica conce­
sional del servicio público y de los registros a través ~ IC?',que di~
gestión indirecta está organizada, para que el órgano Judicial pudi~
denegar esa solicitud en el marco del sistema establecido de ,téClllca
concesionaI.

Ha de rechazarse, en consecuencia, que las Sentencias impugnadas~
amparo hayan incurrido en· violación del ano 24.1 C.E., lo que permite
situar a los recursos en el ámbito qel art. 43 LOTC. .

4. Por lo que respecta a las resoluciones administrativas, los actores
consideran que han vulnerado los arts. 14; l6,.y 20.1, a) y d), c.E.

En cuanto al art. 14, se considera violado porque en laé~ en que
se interpuso el recurso una empresa, ~nalJO, esta~.·emn~~ndo para
todo el ámbito nacional con la toleranCia de la AdmlDlstraClon, lo que'
constituiría una discriminación con el trato recibido por Jos actores a
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Qui~~es se le d.enegaba la· atribución de frecuencias y potencias para
emItir. La~queJa debe ser rechazada sin necesidad de una detenida
argumentación. En primer lugar porque se trata de una queja formulada
por primera vez en las demandas respecto a la que no se habría agotado

~ .la preceptiva vía judicial previa. A mayor abundamiento, porque la
empresa Canal lOna es un elemento válido de comparación en relación
a la petición de los autores. En el tiempo en que emitió, lo hacía desde
el extranjero y vía satélite sin que la Administración española le hubiese
dado cobenura legal alguna. por lo que -mal podría achacarse a ésta un
trato discriminatorio por no acceder a la solicitud de frecuencias v
pot~ncias pa~ J?oner en marcha unaS emisoras de caracteIÍstica's
radicalmente dIstintas, y en las que la intervención de la Administración
resulta imprescindible.

También debe rechazarse la pretendida vulneración del art. 16 c.E.
Los recurrentes sólo invocaron el precepto como fundamento de su
solicilud a la Administración, sin que argumentaran luego en la vía
jJ.ldicial en forma alguna tal supuesta violación. Ha de entenderse por

·ello como una invocación meramente retórica o, en todo caso, formu"
~ada en apoyo de su pretensión de ejercer las libertades de expresión e
Información a través de la radio y la televisíón, puesto que ningún
reproche se ha hecho ni se hace a que fuera la particular ideología, .
religión o creencias de los recurrentes la razón que haya motivado a la
Administración a la denegación de sus peticiones.

En consecuencia, ha de entenderse el presente recurso limitado a
examinar si las decisiones administrativas aquí impugnadas, han vulne­
rado los derechos fundamentales de los recurrentes reconocidos en el
articylo 20.1, a) y d), C.E.

5. Los recurrentes sostienen que del ano 20 C.E. nace directamente
el. dere,ho a emitir con baja frecuencia y alcance exclusivamente local;
bien por ondas hertzianas, bien por cable, al no existir limitaciones
técnicas en relación con el número de frecuencias posibles único
fundamento de la gestión indirecta, de acuerdo a la STC 12/1982 que se
re~rió a un caso de televisión para todo el ámbito nacional: Los actores
estiman que tendrían ex Canstitutione, sin necesidad de ·intermediación
legislativa, un derecho a emitir con sus ~quipos técnicos y la solicitud
de atri~ución de frecuencias y potencias se haría· sólo en cumplimiento
d~ lo dIspuesto eI;1 el arto 2.4 de la Ley 4/1980, que atribuye al Gobierno
dicha competencia. Se trata, afirman, de una actuación debida similar
al Registro de Asociaciones y Partidos Políticos, que sólo per'mite un
control formal, _siendo obligado su reconocimiento y consiguiente
inscripción en el Registro.

Por consiguiente, la denegación de 10 solicitado habIÍa conculcado
los derechos reconocidos en el artículo 20 C.E., y ello en aplicación del
art. 1.2 de la Ley 4/1980, precepto que vulneraria la libertad de
expre~ión y de información de los recurrentes, tanto por falta de rango
orgánICO de la Ley, como por el contenido mismo de la limitación
es~blecida, que rel?asa el m~rg~n de lo constitucionalmene legítimo al
,?bl~gar que los particulares ejerCIten taJes der.echos a través de la gestión
indIrecta mediante concesión administrativa. y que impide la atribución
directa sin más de: frecuencias 't potencias, que pretendían los recurren­
tes, para el supuesto de televiSIón y radio de alcance local o por cable;

Los recursos se dedican en buena parte a defender la inconstituciona~

¡idad del arto 1.2 de la Ley 4/1980, por contradicción con el arto 20 C.E.
y. por falta de rango, por contradicción del art. 81.1 C.E. Frente a este
tipo de argumentación abstracta, ha de recordarse que la vía del recurso
de ampa~o n~ es la ~dec.uada.para la impugnación directa de las leyes,
de .la pOSible mconstItuclOnahdad de una ley sólo podrá reconocer este
Tnbunal a través del recurso de amparo cuando ello resulte imprescindi~

b!e para corregir la I~sió.n. del derecho fundamental que sea achacable
directamente a la aphcaclOn del precepto legal que resulte contrario a la
Constitución. Por ello su conocimiento sobre la disconformidad con la
~onstitución de la Ley aplicada reviste necesariamente un carácter
mstrumental respecto a la vulneración concreta e individualizada del
derecho fundament;a~ (STC 34/1981). Como ya dijimos en la Sentencia
12/19.82, .no t:s misión nuestra en este tipo de proceso enjuiciarla
cons~lt.~clonahdad~de ~a regulació~ Jurídico positiva de 'la réldio Y,de la
televlslon en Espana SinO sólo deCidIr el concreto recurso de amparo de .
los actores, que ha de entenderse limitado a examinar si las resoluciones
impugnadas han vi.olado ~os derechos constitucionales invocados por los
recurrentes. El objeto dIrecto de nuestro examen son sólo los actos
administrativos recurridos en cuanto tales y si los mismos han lesionado
los derechos_ fundamentales de los recurrentes reconocidos en el artículo
20 C.E. ~?Io si se estimasen los recursos y se considerase Que el origen
de la leslOn de derechos fundamentales por aquellos actos estuviera en
la aplicación por ello del citado arto 1.2 de la Lef 4/1980 esta Sala
tendría Que elevar al Pleno la cuestión de inconstituclOnalidad del citado
artículo para que el mismo. en nueva Sentencia se pronunciara sobre
dicha constitucionalidad. .

6. ~s recurrentes ejercen su pretensión al amparo de los derechos
rec.onocldos en el.art. 20.1,. a) y d), C.E. Tal y como tiene dicho este
Tnbunal (no hay Inconvemente en entender que el derecho de difundir
las ideas y opiniones comprende en principIO el derecho a crear los
medios materiales a través de los cuales la difusión se hace posible»
(STC 12/1982, fundamento jurídico 3.°). Ahora bien, también hemos

dicho en la misma Sentencia, que si este es el principio general de
nuestro ordenamiento jurídico político, no se puede equiparar la
intensidad de protección de los derechos primarios, direétamente
prantizados por el arto 20 C.E. y los que son en realidad meramente
Instrumentales de aquéllos. Respecto al derecho de creación de los
medios de cC?municación, el legislador dispone, en efecto, de mucha
I1'!ayor capa~Idad de configuración, debiendo contemplar al regular
dicha matena otros derechos y valores concurrentes, siempre que no
restrinja su contenido esencial.

La radiodifusión y la televisión plantean, al respecto una problemá­
tica propia y están sometidas en todos los ordenainientos a una
regulación específica que supone algun grado de intervención adminis­
trativa, que no sería aceptable o admisible respecto a la creación de otros
medios. El Convenio Europeo de Derechos Humanos en su arto 10.1
último inciso, refleja esta peculiaridad al afinnar Que el derecho d~
libertad de expresión, opinión y de recibir o comunicar informaciones
o ideas no Impide que los Estados sometan a las empresas de
radiodifusión o de televisión a un régimen de autorización previa.

En esta linea el arto 1.2 _de Ja Ley 4/1980 ha configurado a la
t~levisión como un servicio publico, y esa declaración, como hemos
dIcho en la STC 12/1982. «3unque no sea una afirmación necesaria en
nuestro ordenamiento jurídico político se encuentra dentro de los
poderes del legislador».

La legitimidad constitucional de la calificación de la televisión como
servicio público responde a una serie de razones, entre las Que se
cuentan las de carácter técnico, que no son, sin embargo las únicas que
pueden justificar este tipo de configuración del medio. '

No debe olvidarse que el arto 20 C.E., además de los derechos
subjeJi,,:os de eXJl!Csión.einforma~ión ~rantiza, el derecho de todos a
r~clblr mformaclón. y Uene una dimenSIón de garantía de una institu­
CIón fundam.ental cual.es la opinión pública libre, que trasciende a lo
que es cornun y propIO de otros derechos fundamentales (Sentencia
104/1986, fundamento jUIÍdico 5.~ La comunicación pública libre no
sólo exige la garantía del derecho de todos los ciudadanos a la expresión
del pensamiento ya )a información, sino también la preservación de un
determinado modo de producirse de los medios de comunicación social,
porque tanto se viola la comunicación libre al ponerle obstáculos desde
el.. ~der, como al ponerle obstáculos desde los propios medios de
difUSión (STC 12/1982, fundamento jurídico 6.°). Porlo que respecta a
la televisión. ellepslador ha querido que su modo de producción sea la
f0rYl'!a de un servicio público también, y así se dice en la Exposición de
M~tIvos de .la Ley 4!!~80. p'orque.~ televisió~ es un vehículo esencial
de l.nformaclón y partiClpacIon pobtlca de los CIudadanos, de formación
de la opinión pública, de cooperación con el sistema educativo de
difusión de cultura esrañola y de sus nacionalidades y- regiones' así
como medio capital para contribuir a que la libertad y la igualdad ~an
reales y efectivas.

La calificación de servicio público. es constitucionalmente legítima
desde el momento en que el legislador la considera necesaria para
garantizar -en términos de igualdad y efectividad- detenninados
d~rechos fundamentales de la colectividad, pero no es, en absoluto, una
etlque~_que una. vez colocada sobr:e el medio, permita cualquier
regulac~on d~ la mIsma, ya que h~y en JuegC? derech~s subjetivos -los_de
comuDlcar lIbremente el pensamiento y la mformaclón- Que la publica·
tia limita y sacrifica en favor de otros derechos, pero que no puede en
modo alguno eliminar.
- E~ :rribunal, en má~ de ~na ocasión, -ha señalado alguna de las
condicl?nes que hacen constltucionalmentelegítima la regulación de
esta actividad como servicio público. Así refiriéndonos en general a los
medios de comunicación, dijimos que «para _que se produzcan dentro
4el orden constitucional tienen ellos mismos que preservar el plura­
lIsmo» ~~TC Q/1982, fundaJ?1ento jUIÍ?}co 6.°). y por .IC? que respecta a
la telev1S1on -pnvada, que su ImplantaclOn era una deCISIón política que
podía adoptarse «siempre que,.al organizarla, se respeten los principIOS
de libertad, igualdad Y pluralismo. como valores fundamentales del
Estado. (STe 12/1982, fiJndamentojuridico 6.°)..

En este senudo,el Tnbunal Europeode Derechos Humanos!Senten~
cia de 28 de marzo de 1990, núm. 14/1988/158/214 ha declarado que,
SI bien e~ v~rdad que los. E.stados miembros g0;Z3D de un cierto margen
de apreCIaCión para decidir sobre la eXIstenCIa y la extensión de las
mgerencias en la libertad de expresión "(arto 10.1 del Convenio), no lo es
menos q.ue corresponde a ese Tribunal juzgar si las medidas en que se
concreta ~~ ingerencia· se justifican y son proporcionadas, de acuerdo
con los. hmItes expresados en el párrafo 2 ':iel precepto citado, o sea,
restncclOnes, previstas por la Ley, que constItuyan medidas necesarias
en una sociedad democrática, para los fines que indica. '

Los cambios en los condicionamientos técnicos (que no se -limitan
~ólo al ámbito de frecuencias sino también'a las necesidades y costes de
Infr:aestructura para este tipo de medios) y también en los valores
SOCiales, pueqen suponer una revisión de la justificación de los límites
que supone la publicatio, tanto en lo Que se refiere a la constitucionali­
Ó;8d .de un monopolio público en la gestión televisiva, como a los
hmtItes q~e establezcan la.regulación 4e una gestión privada del servicio
que el le~lslador está obligado a reahzar respetando los frincipios de
lIbertad, Igualdad y pluralismo. Tanto la jurisprudencia de -Tribunal de
Derechos Humanos de Estrasburgo, como la de otros Tribunales
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Constitucionales europeos·han evolucionado en· los últimos años esta­
bleciendo límites más flexibles y ampliando las posibilidades de gestión
de una televisión privada, t~ndencias a las que no puede dejar de ser
sensible· también este Tribunal. _

Sin embargo, en cualquier caso. la ampliación del ámbito de la
televisión privada no significa el reconocimiento de un derecho directo
a emitir. Y desde luego del arto 20 c.E. no nace directamente un derecho
a exigir sin más el otorgamiento de frecuencias para emitir, aunque sólo
sea a nivel local. Ni tampoco es constitucionalmente exigible que la
regulación legal o la actuación administrativa en la materia sólo tenga
como único límite el número máximo de frecuencias que las posibilida­
des técnicas permitan otorgar. Ello bastaria para desestimar, sin más
argumentación, Jas presentes demandas de amparo que se basan en una
premisa constitucionalmente insostenible. No obstante como en las
demandas se alude también al impedimento existente para obtener la
concesión de emisoras de carácter local, conviene hacer algunas precisio~
nes adicionales al respecto.

7. De los seis recursos de amparo acumulados dos se refieren a
emisoras de radio y los cuatro restantes a emisoras de televisión, en
ambos casos se trata, según los recurrentes, de radio y televisión de
ámbito local, aunque la cobertura prevista en las demandas alcanza en
su conjunto a 31 provincias en el caso de la radio y a 27 en el de la
relevislón. Dado el marco jurídico aplicable a la pretensión de los
actores resulta necesario separar el análisis de los recursos núms. 890 y
122/1989. referidos a emisoras de radio, de los demás que se refieren a
emisoras de televisión.

Por cuanto a la radio, su marco jurídico lo-integran las Leyes 4/1980.
ERTV. 31/1987, LOT. y las diversas disposiciones autonómicas vigentes
en la materia. Según los arts. 1.2 y 3 del ERTV y 2.1 de la LOT.la radio
-a través de ondas o mediante cables- es un servicio público esencial
cuya gestión se viene realizando, desde hace tiempo. en forma mixta. es
decir. público por el Estado y, eri su caso, Jas Comunidades AutóQomas
y privadas por los particulares. _ .

Dicha gestión indirecta -prevista tanto para las emisiones de onda
meodia, como para la radio en ondas métricas con modulación de
frecuencia (an. 26 LOT)- está sujeta'a concesión administrativa -que
otorga el Estado o las Comunidades Autónomas, de acuerdo con las
condiciones le~lmente establecidas (Disposición adicional sexta LOT).
los planes técmcos de Radiodifusión y los concursos que la Administra­
ción conv9Que a tal efecto.

Resulta evidente, que la modaJidad de radio que pretenden desarro­
llar los' recurrentes está regulada en nuestro ordenamiento jurídico
sujetándose a un proCedimiento concesional al que ellos no han querido
someterse, a pesar de haber tenido oportunidad de 'panicipar en los
diversos concursos convocados a Jo largo de estos últimos años. Hemos
de- llegar pues ala conclusión, ya mantenida-en nuestra S~<; 79!1.9~2,
que no puede sostenerse en la vía de amparo «una pretenslon dmg¡da
a obtener la concesión sin sujeción al procedimiento concesiona1» que
es. en realidad, lo que dem$ndan los actores de este proceso.

Sala Segunda. Sentencia 207i/990. de /7 de diciembre.
Recurso de amparo 990/1988. Contra Sentencia de la
Audiencia Te"itoriaI de Bilbao. dictada en recurso inter­
puesto contra diversas Resoluciones del Gobierno Vasco.
Vulneración del principio de legalidad penal: Sanciones
administrativas.

La Sala ~unda del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco RubiO Uorente. Presidente; don Eugenio Díaz Eimil, don
Miguel Rodríguez-Piñero y Bra.vo-Ferrer, don José Luis de los Mozos y
de los Mozos y don José Gabaldón López. Magistrados ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 990/1988, interpuesto por el Procura­
dor de los Tribunales don Juan Corujo López-VilIamil, actuando en
nombre y representación de la Entidad Mercantil «Banco Guipuzcoano,
Sociedad Anónima». asistido por el Letrado don Francisco lópez de
Tejada. contra la Sentencia dictada por la Sala de lo Contencioso­
Administrativo de la Audiencia Territorial de Bilbao de 16 de abril de
1988. en recurso núm. 7J7/1985, interpuesto contra Resoluciones del
Excmo. Sr. Consejero de Trabajo, Sanidad y Seguridad Social del
Gobierno Vasco. de 14 de junio de J985, y del Bmo. Sr. Viceconsejero
de Trabajo del citado Gobierno Vasco de 14 de septiembre de 1984. Ha
comparecido el Gobierno Vasco. representado por el Letrado adscrito a
la Viceconsejería de R~men Jurídico y Desarrollo Autonómico del
Depanamento de Presidencia, Justicia y Desarrollo Autonómico de

8. Por lo que se refiere a los demás recursos, relativos a la
televisión, ha de recordarse ,que la televisión, al igual que la.radio está
declarada servicio público esencial (arts. 1.2 Ley 4/1980 ERTVy ari. 2.1
de la Ley 31/1987 de la LOT) Y su gestión está regulada también en
forma mixta, es decir, pública -por el Estado y las Comunidades
Autónomas (Ley 4/1980 ERTV y Ley 46/1983, del Tercer Canal)- y
privada, por las sociedades privadas que han obtenido la concesión para
ello (Ley 10/1988, de Televisión Privada). La diferencia con la radio es
que. para la televisión, se ha previsto como única modalidad de $estión .
por particulares las emisiones de ámbito nacional. ES decir, ellegtslador
al regular la gestión indirecta de este servicio DO ha previsto o regulado
la modalidad de televisión de; alcance local, sino que sólo ha previsto y
regulado una televisión privado de ámbito nacional. Por ello la' Ley
10/1988, sólo puede entenderse como la Ley de esta modalidad de
televisión privada de ámbito nacional y no de la de todas las posibles
formas de gestión indirecta de la misma. El régimen jurídico que regula
se refiere a la televisión de ese ámbito, y la virtual exclUSión de la
modalidad de televisión de alcance local 'no, puede considerarse que
derive directamente de la Ley 1011988 o ,de su ano 4 sino del
ordenamiento juridico globalmente considerado del'sector, de un'vacío
legislativo que no podría ser corregido por ello mediante la anulación de
un concreto precepto jurídiCQ.

Hecha esta precisión, podría cuestionarse si esa omisión, que
conlleva la exclusión de cualquier tipo de televisión gue no sea la de
cobertura nacional por medio de ondas hertzianas está justificada y ,tiene
fundamento razonable y, por ello, es constitucionalmente IqftimLPero
el examen de esa hipotética inconstitucionalidad. deriva de la omisión
del legislador respecto de la televisión local, sólo seria posible si dicho
examen fuese necesario para la atribución directa de frecuencias y
potencias a efectos del otorgamiento de los recursos de ampro, lo que no
resulta posible obtener en una Sentencia de "",paro (STC 12/1982).
Falta pues la necesaria relevancia del examen de constitucionalidad para
la resolución del recurso,' con lo cual se pone de manifiesto también el
carácter abstracto de pretensión de inconstitucionalidad que está en el
fondo de los presentes recursos.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constituciorial. POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA' CoNSTITUCiÓN DE LANACION
EsPAÑOLA,

Ha 'decidido

Desestimar Jos presentes recursos.
Publíquese esta Sentencia"CIl el «BoJetín Oficial del Estado».

Dada en Madrid a 'diecisietede diciembre de mil novecientos­
noventa.-Francisco Rubio--Llorente.-Eugenio" Díaz Eimil.-Miauel
Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrar.-José· Luis de los Mozos y de los
Mozos.-Alvaro Rodriguez Bereijo.-Firmádos y rubricado'.

dicho Gobierno Vasco, don Faustino López de Foronda Vargas. Ha sido
parte el Ministerio Fiscal y Ponente el Presidente de la Sala don
Francisco Rubio Lloreote, quien expresa el parecer de la misma.

I. An_e_
1. Mediante escrito presentado y registrado en este Tribunal el 28

de mayo de 1988, el Procul"lloor de 1"" Tribunales don Juan Corujo
López·VilIatnil, en nombre Y' representación del «Banco Guipuzcoano,
Sociedad Anónima», interpuso recurso de amparo contra la Sentencia de
la Sala de lo Conlencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial de
Bilbao, de 16 de abril de 1988. que confirmó la adecuación a Derecho
de las Resoluciones del Consejero de Tl"llbajo, Sanidad r Seguridad
Social del Gobierno Vasco, de 14 de junio de 1985. y del Vlccconsejero
de Trabajo, de 14 de septiembre de 1984, así como contra dichas
Resoluciones administrativas. .

2. Se expone en la demanda de amparo que el Vicesecretario de
Trabajo del Gobierno impuso al Banco Guipuzcoano una sanción de
200.000 pesetas con base al arto 57 del Estatuto de 1"" Tl"llbl\iadores, por
atribuirle una supuesta infracción del ano 41 de dicho Estatuto como
"consecuencia de unas decisiones de la entidad ahora recurrente en
amparo sobre el calendario laboral del personal de sus sucursales de
Vizcaya.

En la correspondiente demanda contencioso-administrativa, una de
las cuestiones centrales que. la ahora recurrente en amparo planteó fue
la de la ¡nidoneidad del ano 57 del Estatuto de los Trabaiadores para
justificar la sanción que le fue impUesta, y ello por carecer dIcho articulo
de los mínimos requisitos exigidos por los principios de legalidad Y
tipicidad propios de todo Derecho Sancionador. frente a lo cual, la
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